                                                                                MENSAJE Nº   

                                                                                SANTA FE,  

A LA

H. LEGISLATURA DE LA PROVINCIA

SALA DE SESIONES


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley especial para declarar necesaria la reforma parcial de la Constitución Provincial a fin de incorporar la autonomía municipal conforme el imperativo contenido en el artículo 123 de la Constitución Nacional, así como efectuar otras modificaciones, agregados o supresiones a su articulado.


El proyecto que se envía en esta oportunidad responde a los lineamientos políticos que inspiraron el Mensaje 2756 que quedó alcanzado por las disposiciones del artículo 61 de la Constitución Provincial.


Resulta imprescindible hacer realidad la autonomía de los municipios consagrada en la Constitución Nacional. En primer lugar porque existe un precepto que obliga a las provincias a asegurar dicha autonomía y que –por diversas circunstancias- nuestra Provincia aún no ha implementado. Y en segundo lugar por que se ha alcanzado un altísimo consenso en el ámbito político, social e institucional de que aquel imperativo no tenga ya más dilaciones en su cumplimiento.


Si bien no se advierte discrepancia alguna en torno a asegurar la autonomía de los municipios, se han vertido distintas opiniones acerca de cómo hacer efectiva tal institución a nivel normativo, pues se ha sostenido que ello puede lograrse por vía legislativa mediante una modificación de la actual Ley Orgánica de las Municipalidades o estableciendo un nuevo marco legal para los municipios. Se han presentado incluso –en diversas oportunidades- proyectos en la Legislatura  con miras a reglar la autonomía a partir de la sanción de leyes.


Observamos declaraciones en el plano doctrinario y político que apuntan a sostener la legitimidad de la regulación de la autonomía por esa vía.


Hemos merituado tales posiciones y se advierte que, en general, se la propone como una suerte de vía rápida, que de respuesta al requerimiento generalizado de autonomía municipal, aún reconociendo las limitaciones que resultan del actual marco constitucional provincial. Se valora que la autonomía municipal así consagrada importaría un notorio avance institucional, pero con debilidades y riesgos que se superan con la adopción del recurso de la reforma constitucional.


La opinión ampliamente mayoritaria, prácticamente unánime, de los diversos actores y sectores políticos y sociales que se expresan en favor de la implantación de la autonomía municipal, nos permite visualizar una posición no solo aprobatoria sino de un nivel de reclamo lindante con la exigencia acerca de la efectivización de la institución.


Todo ello nos lleva a considerar que están dadas las condiciones para optar por este camino, el de la reforma constitucional. Satisfacemos así, la exigencia del artículo 123 de la Constitución Nacional que ha derivado al poder constituyente la obligación de asegurar la autonomía municipal y reglar su alcance y contenido.


Al consagrarse en la Constitución, por ser la misma de tipo “rígido”, la autonomía municipal ostentará un reconocimiento estable y garantizado en el tiempo, conformando una contribución a la necesaria seguridad jurídica y a la firmeza de las instituciones públicas de la Provincia.


En virtud de estas consideraciones venimos a proponer el expreso reconocimiento constitucional de la autonomía municipal, sugiriendo además el modo de establecer el alcance y contenido que debe estatuirse, por expreso mandato constitucional.

                          En tal sentido el proyecto de ley sometido al debate y la aprobación de los señores legisladores propicia incluir la autonomía municipal en el orden político, institucional, económico y financiero, contemplando –entre otros aspectos- la potestad de todas las municipalidades para sancionar sus propias Cartas Orgánicas y reglando las condiciones básicas que han de tener las mismas.


El proyecto sometido a vuestra consideración también ha contemplado la modificación de los artículos 98 y 104 de la Constitución a fin de llenar el vacío legal existente incluyendo al vicegobernador como sujeto pasible del juicio político. Se agregan por otro lado, a nuevos funcionarios cuya inclusión constitucional se promueve, tales como los miembros del Consejo de la Magistratura, y el Fiscal Provincial de Investigaciones Administrativas.


En cuanto a la cuestión de la reelección del Gobernador y el Vicegobernador se habilita la reforma del actual sistema, a fin de establecer una regulación similar a la establecida en la Constitución Nacional y la mayoría de las constituciones provinciales. Se promueve en este sentido una disposición transitoria para dejar establecido que la reelección del gobernador y vicegobernador que consagre el texto constitucional no resulta aplicable a las personas que actualmente desempeñan dichos cargos. 


Se propone también la inserción de otros artículos sobre los cuales la Convención habrá de expedirse vinculados a los siguientes temas: el Consejo de la Magistratura, el Defensor del Pueblo ,  las Formas Semidirectas de Democracia, el reconocimiento  constitucional de la Región Centro y de los diferentes sistemas de regionalización y los derechos de los pueblos indígenas


Se sugiere dotar de rango constitucional a una Fiscalía Provincial de Investigaciones Administrativas a la que se le asignará –entre otras funciones- promover la investigación de la conducta administrativa de los agentes y funcionarios integrantes de la administración pública provincial centralizada y descentralizada, de sociedades, empresas y cualquier otro ente en el cual el Estado tenga participación, así como en toda institución que tenga como principal fuente de recursos el aporte estatal.

                          En lo atinente al Defensor del Pueblo, se sugiere darle un tratamiento institucional como lo efectúan la Constitución Nacional y la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


En cuanto a las formas de democracia semidirecta, entendemos que son una herramienta fundamental para fortalecer la democracia participativa. Siguiendo el modelo de la Constitución Nacional y la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, estos institutos permiten dar recepción a los derechos de iniciativa para la presentación de proyectos de ley ante la Cámara de Diputados, y de consultar al electorado, mediante los institutos del plebiscito o referéndum.


Con relación al Consejo de la Magistratura entendemos que resulta un imperativo otorgarle jerarquía constitucional, pues si bien el mismo ya posee existencia se encuentra regulado por Decreto y con un alcance limitado al ser sus dictámenes no vinculantes para el Poder Ejecutivo.


Con respecto a la Integración Regional, resulta necesario su reconocimiento constitucional como garantía de mantenimiento del federalismo.

 Conforme lo establecido en la Constitución Nacional, se ha  facultado a las Provincias a crear regiones para el desarrollo económico y social y establecer órganos para el cumplimiento de sus fines. En tal sentido, se está llevado adelante un proceso de integración regional entre las provincias de Santa Fe, Córdoba y Entre Ríos; bloque al cual se lo denomina “Región Centro”.

 El objetivo de ésta Región es conformar instrumentos de integración regional a efectos de garantizar la vigencia plena del federalismo; estableciendo los lineamientos de una política de desarrollo que abarque aspectos económicos, sociales, culturales y educativos. Asimismo establecer nexos de interconexión permanente con los Estados del sur de Brasil, la República Oriental del Uruguay y la IV y V  Región de la República de Chile.

Para la concreción de tales metas es ineludible proporcionar un marco legal adecuado y concertado a fin de que la actividad que se viene desarrollando en forma conjunta encuentre las garantías necesarias para su desenvolvimiento, por lo que consideramos  se torna de vital importancia su expreso reconocimiento constitucional.

 En cuanto a los derechos de los  pueblos aborígenes, es de vital importancia adecuar la legislación existente a la realidad actual, que nos obliga a reconocer nuestros orígenes.


Finalmente, y habiéndose creado las Cámaras en lo Contencioso Administrativo, se postula la exclusión del conocimiento y resolución de la Corte Suprema de Justicia en dicha materia, como asimismo en lo atinente a los juicios de expropiación que promueva la Provincia. 


Entendemos necesario, como aporte al debate y resolución de los temas incluidos en la reforma, indicar seguidamente los criterios y contenidos posibles de los nuevos artículos, a fin de expresar el sentido y razón de ser de las innovaciones propuestas.

RÉGIMEN MUNICIPAL

                          La Provincia reconocerá la autonomía política administrativa, económica y financiera a todos los municipios, que se denominarán Municipalidad o Comuna en función de la cantidad de habitantes según lo normado en esta Constitución. Aquellos que dicten su Carta Orgánica gozarán además de autonomía institucional.

                           La autonomía municipal que se reconoce no podrá ser limitada por ley ni por autoridad alguna, excepto los supuestos de intervención.
                           Todo centro de población superior a diez mil habitantes, constituye una Municipalidad con autonomía plena, cuyo gobierno será ejercido sin injerencia de otros poderes, de conformidad a las prescripciones de esta Constitución y de las Cartas Orgánicas que por sí mismos se dicten.

                            Los centros de población que tengan  menos de diez mil habitantes se organizan como Comunas cuyas atribuciones serán fijadas mediante una Ley Orgánica que al efecto dicte la Legislatura con el voto de la mayoría absoluta de los miembros de cada Cámara, la cual no podrá desconocer el carácter autónomo de los mismos, con los alcances establecidos en esta Constitución. Las autoridades que ejerzan el gobierno de las comunas durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones.

                            La ley fija la jurisdicción territorial de las municipalidades y comunas, y en los casos de escisión o fusión, se debe llamar a consulta popular a todos los electores de los municipios involucrados.

CARTAS ORGANICAS

                            Las municipalidades dictarán su propia Carta Orgánica, sin más limitaciones que las contenidas en esta Constitución. La Carta será dictada por una Convención Municipal convocada por el Departamento Ejecutivo en virtud de una ordenanza sancionada al respecto mediante el voto de los dos tercios de la totalidad de los miembros del Concejo Municipal. La Convención está integrada por un número igual al doble de los miembros del Concejo Municipal, y sus miembros serán elegidos por el pueblo de sus respectivas jurisdicciones, por sistema de representación proporcional. Para ser Convencional Municipal se necesita reunir los mismos requisitos exigidos para ser Concejal. Las Cartas fijarán el procedimiento para sus reformas posteriores y están sujetas a la aprobación de la Legislatura del a Provincia, al solo efecto de verificar si las mismas cumplen con los requisitos exigidos en esta Constitución.

Las Cartas municipales deberán asegurar, como mínimo:

1) El régimen democrático participativo, representativo y republicano, asegurando los principios, garantías, derechos y deberes de esta Constitución.

2) La existencia de un órgano ejecutivo  unipersonal y de otro deliberativo, elegidos mediante el sistema electoral, la organización del cuerpo electoral y en su caso las formas de candidatura.

3) Un régimen de control de legalidad del gasto y contralor de las cuentas públicas.

4) Los Institutos de iniciativa popular y referéndum, sin perjuicio de la adopción de otras instituciones que fortalezcan la participación ciudadana en los asuntos públicos.

                             En el dictado de sus cartas orgánicas y las ordenanzas que en su consecuencia se sancionen, las municipalidades tienen competencia para legislar en todas las materias, salvo en aquellos aspectos que sean competencia exclusiva de la Nación o de la Provincia, conforme a la Constitución Nacional, la Constitución Provincial y las leyes dictadas en su consecuencia.
Los municipios dispondrán de los siguientes recursos:

1) Tributos municipales establecidos en la jurisdicción respectiva, que respeten los principios constitucionales de la tributación y la armonización con el régimen impositivo provincial y federal. El poder de  imposición no comprende el establecimiento de tributos análogos a los que impone la Nación o la Provincia, ni puede gravar los mismos hechos. En todos los casos el ejercicio de dicho poder deberá respetar las garantías de legalidad, no confiscatoriedad, propiedad, ejercicio de actividades lícitas, igualdad, razonabilidad, proporcionalidad y demás garantías básicas de los contribuyentes. 

2) Los precios públicos municipales, tasas, derechos, patentes, contribuciones por mejoras, multas y todo ingreso de capital originado por actos de disposición, administración o explotación de su patrimonio, así como los provenientes de la concesión de servicios públicos y de las multas y recargos por contravenciones o faltas.

3) Los provenientes de la coparticipación conforme el porcentual determinado por ley la que puede tener su origen en convenios que al efecto suscriban el Estado Provincial y los municipios, conforme las pautas estipuladas en esta Constitución. 

4) Donaciones, legados,  demás aportes especiales y todo otro ingreso percibido legítimamente.

                          Los municipios pueden contraer empréstitos para obras públicas o conversión de la deuda ya existente, a tal fin destinan un fondo de amortización, al que no puede darse otra aplicación. El servicio de la totalidad de los empréstitos no deben comprometer más de la quinta parte de los recursos corrientes del ejercicio.

                          Los municipios pueden  celebrar convenios entre sí, y constituir organismos intermunicipales para la prestación de servicios, realización de obras públicas, cooperación técnica y financiera o actividades de interés común de su competencia. Pueden celebrar acuerdos con la Provincia, el Gobierno Federal u organismos descentralizados, para el ejercicio coordinado de facultades concurrentes e intereses comunes.

· A tales efectos se aconseja la reforma de los artículos 106 y 107 de la Constitución Provincial, así como el artículo 55 inc. 5) en éste último caso en orden a suprimir el vocablo “municipal” de dicho inciso.
REELECCION DEL GOBERNADOR Y VICEGOBERNADOR
                          El gobernador y el vicegobernador pueden ser reelectos o sucederse recíprocamente por un solo período consecutivo. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente, no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período.

· A tal fin se postula la reforma del artículo 64 de la Constitución Provincial, en su parte pertinente. Por disposición transitoria deberá dejarse establecido que la reelección del gobernador y vicegobernador que consagre el texto constitucional no resulta aplicable a las personas que actualmente desempeñan dichos cargos.

INCLUSION DEL VICEGOBERNADOR Y OTROS FUNCIONARIOS COMO SUJETOS PASIBLES DEL JUICIO POLITICO

                          Pueden ser sometidos a juicio político el gobernador, el vicegobernador o  quienes los reemplacen, los ministros del Poder Ejecutivo, el Fiscal de Estado, los miembros de la Corte Suprema de Justicia, del Tribunal de Cuentas y del Consejo de la Magistratura, el Fiscal Provincial de Investigaciones Administrativas, el Defensor del Pueblo de conformidad a sus disposiciones y de la ley reglamentaria que se dicte.

· Se sugiere modificar los artículos 98 y 104 de la Constitución Provincial.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

                           Un Consejo de la Magistratura integrado por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, un representante de los Magistrados, un representante de los abogados de la  matrícula provincial, un representante del Poder Ejecutivo nombrado por éste y un representante designado por elección popular, tendrá a su cargo la selección de los magistrados inferiores, incluidos los jueces de paz, comunales para elevar una terna vinculante al Poder Ejecutivo en virtud de un procedimiento que garantice los principios de objetividad, publicidad y transparencia, basado en los antecedentes, oposición y entrevista, y reglado por una ley especial, sancionada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

El integrante del Consejo de la Magistratura designado por el voto de la ciudadanía durará cuatro años en el ejercicio de sus funciones y los candidatos podrán ser nominados por los partidos políticos y por organizaciones no gubernamentales, bajo las condiciones, modalidades y exigencias que dicha ley establezca.

Para ser miembro del Consejo de la Magistratura se requieren las condiciones exigidas en el artículo 85 para ser miembro de la Corte Suprema de Justicia, primer párrafo de esta Constitución.

· A tal fin se propone la incorporación de una nueva Sección en la Constitución Provincial.
MODIFICACION DE LA COMPETENCIA ORIGINARIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.

· A tal fin se aconseja suprimir el incisos 2) y 3) del art. 93 de la Constitución Provincial.

DEFENSOR DEL PUEBLO

                         La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal con autonomía funcional y autarquía financiera que no recibe instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la defensa y protección de los derechos humanos  y demás derechos e intereses individuales, colectivos y difusos, tutelados por la Constitución Nacional, las leyes y esta Constitución frente a los actos, hechos u omisiones de la administración ó de los prestadores de servicios públicos, así como velar por la defensa y protección de los habitantes frente a actos, hechos u omisiones de las fuerzas que ejerzan funciones de policía de seguridad local. 

El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal y será designado por el poder Ejecutivo con acuerdo de la Asamblea Legislativa. Su mandato es de cinco años y puede ser designado en forma consecutiva por una sola vez. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores y solo puede ser removido según las normas de juicio político. 

La organización y funcionamiento de esta institución será regulada por una ley especial, la que deberá contemplar que todos los abogados que formen parte del mismo se seleccionarán por concurso público de oposición y antecedentes, según la forma y procedimientos que dicha ley establezca.

· A tal efecto se propone la incorporación de una nueva sección en la Constitución Provincial.

FORMAS DE DEMOCRACIA SEMIDIRECTA

                           El electorado de la provincia tiene el derecho de iniciativa para la presentación de proyectos de ley ante la Cámara de Diputados para lo cual se debe contar con la firma del uno y medio por ciento del padrón electoral. La Legislatura, con el voto de la mayoría absoluta de los miembros de cada Cámara sancionará una ley reglamentaria la cual deberá contemplar una adecuada representación distribución territorial entre los promotores de para suscribir la iniciativa;- la obligación de la Legislatura de pronunciarse sobre la misma, dentro del término   de  doce   meses, de presentada   rechazándola  o sancionando la ley propuesta;  - la exclusión, como objeto de la iniciativa  popular de los proyectos referidos a reforma constitucional, tratados internacionales o interprovinciales, tributos, presupuesto, y cualquier asunto que importando un gasto no prevea los recursos correspondientes para su atención; y – la modalidad necesaria para comprobar la autenticidad de las firmas de los peticionantes.

La Legislatura, a instancia de la Cámara de Diputados puede consultar el electorado mediante referéndum obligatorio y vinculante, destinado a la sanción, reforma o derogación de una norma de alcance general. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. No pueden ser sometidas a referéndum las materias excluidas del derecho de iniciativa o las que requieran mayorías especiales conforme a esta Constitución. Todo referéndum obligatorio será valido y eficaz cuando haya emitido su voto no menos del cincuenta por ciento de los ciudadanos inscriptos en el padrón general.

El Poder Ejecutivo deberá convocar a referéndum vinculante y obligatorio cuando la Legislatura no hubiese tratado en el plazo establecido por esta Constitución un proyecto de ley presentado por el procedimiento de iniciativa popular que cuente con mas del quince por ciento del total de inscriptos en el padrón electoral.

Deberá también convocarse a referéndum vinculante y obligatorio cuando la iniciativa presentada con el porcentaje aludido fuere sancionada por la Legislatura y, observada por el Poder Ejecutivo, aquella no insistiese.

La Legislatura o el Poder Ejecutivo pueden convocar a consulta popular no vinculante sobre decisiones de sus respectivas competencias. El sufragio no será obligatorio en esos casos. 

Quedan excluidas las materias que no pueden ser objeto del referéndum obligatorio y la iniciativa.

· A Tal efecto se propone la incorporación de una Sección en la Constitución Provincial. Así como la modificación del art. 56 en orden a ampliar la legitimación para presentar proyectos de leyes.

FISCALIA PROVINCIAL DE INVESTIGACIONES ADMINISTRATIVAS

                         Estará a cargo de un Fiscal Provincial, el que será designado a propuesta del poder Ejecutivo con acuerdo legislativo, y durará en su cargo cinco años. Tendrá como función investigar la conducta administrativa de los agentes y funcionarios de la administración pública provincial centralizada y descentralizada, de sociedades, empresas y cualquier otro ente en el cual el Estado tenga participación, así como en toda institución que tenga como principal fuente de recursos el aporte estatal.

· A Tal efecto se propone la incorporación de una Sección en la Constitución Provincial.


REGION CENTRO 

· Se propone la incorporación de un nuevo artículo en la Constitución Provincial, en el cual  se consagre la pertenencia a la Región Centro, proponiendo la siguiente redacción: 

 La Provincia ratifica su pertenencia a la Región Centro de la Argentina en los términos de los Tratados de Integración Regional suscriptos con sus pares de Córdoba y Entre Ríos, a los fines convenidos en los mismos y en un todo de conformidad con lo dispuesto por los artículos 124 y 125 de la Constitución Nacional.

DERECHO DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Si bien las personas tienden a agruparse según sus semejanzas, el derecho a ser diferente implica reconocer las cualidades inherentes al ser humano.

 La propuesta de incorporación de un nuevo artículo a la Constitución Provincial que reconozca los derechos de los aborígenes tiende a generar un cambio de conciencia. El acento no está puesto en la igualdad o en la no discriminación sino fundamentalmente en el respeto a la diferencia y en el hecho de dignificarla como un valor de aporte y de enriquecimiento para la sociedad toda.

Se dice que todas las personas nacen iguales, y por iguales no se entiende idénticos sino con igual derecho a ser ellos mismos. 

Para garantizar efectivamente el reconocimiento de la "igualdad en los resultados", y sabiendo que existe un entorno cultural que nos condiciona, merituamos que el único modo es que el Estado intervenga y que se implementen medidas de acción positiva.

Por ello se aconseja la incorporación de un nuevo artículo en la Constitución Provincial, sugiriendo la siguiente redacción:

La Provincia reconoce la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas y garantiza el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural, reconoce la personería jurídica de sus comunidades y crea al efecto un registro especial de comunidades y organizaciones indígenas, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regula la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano que serán adjudicadas como reparación histórica, en forma gratuita, exentas de todo tributo. Serán inembargables, imprescriptibles, indivisibles, intransferibles, no susceptibles de gravámenes o embargos.
                        No promovemos modificación alguna a la denominada parte dogmática de la Constitución, relativa a los principios, derechos, garantías y deberes, pues tenemos la convicción que la misma posee una real vigencia y actualidad, en razón de haber sido un texto adelantado para su época, adoptado incluso como modelo por otras constituciones que se inscribieron en el constitucionalismo social. Por otro lado, nuestra Carta Magna reza en su artículo 6º: “Los habitantes de la Provincia, nacionales y extranjeros, gozan en su territorio de todos los derechos y garantías que les reconocen la Constitución Nacional y la presente, inclusive la de aquellos no previstos en ambas y que nacen de los principios que la inspiran”. En virtud de este precepto adquieren plena vigencia y son de directa aplicación en el ámbito de Santa Fe los derechos humanos incorporados a la Constitución Nacional a partir de la reforma de 1994 (Artículo 75 inc. 22) que poseen jerarquía constitucional y comprenden derechos humanos desde una perspectiva más abarcativa que los de segunda generación o derechos sociales, tal como es el caso de aquellos protegidos por la Convención sobre la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación de la  Mujer, entre otros, así como el Convenio Interamericano sobre Desaparición Forzada de Personas”, incorporado en el año 1997.

                       




     Dios guarde a V.E.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1.- Declárese necesaria la reforma parcial de la Constitución de la Provincia.-

Artículo 2.- La Convención Constituyente podrá:

a) Modificar los siguientes artículos: 55 (inciso 5), 56, 64, 93 (incisos 2 y 3), 98, 104, 106 y 107. 

b) Incorporar seis nuevas Secciones, en orden a instituir al Consejo de la Magistratura,  la Defensoría del Pueblo, la Fiscalía Provincial de Investigaciones Administrativas, Formas de Democracia Semidirecta, Región Centro y Derechos de los pueblos indígenas. 

c) Sancionar las disposiciones transitorias que fueren necesarias.

Artículo 3.-  La Convención Constituyente queda facultada para efectuar la numeración de los artículos y sistematización de las secciones, capítulos y artículos de la Constitución que resulten necesarias como consecuencia  de la reforma.

Artículo 4.- El Poder Ejecutivo convocará al pueblo de la provincia para elegir convencionales en un plazo no inferior a treinta días ni superior a  noventa días, contados a partir de la  sanción de la presente ley.

Los convencionales serán elegidos en distrito único por el pueblo de la Provincia y la representación será distribuida mediante el sistema proporcional D’Hont. No será de aplicación en la elección de convencionales el sistema electoral previsto en la Ley Nº 10.524 modificada por Ley 12367. 

Artículo 5.- La Convención Constituyente se instalará en la ciudad de Santa Fe e iniciará su labor dentro de los treinta días de proclamados los convencionales electos. Deberá terminar su cometido dentro de los sesenta días corridos de su instalación, sin perjuicio de la prórroga que la misma disponga en uso de las facultades conferidas por el artículo 115 de la Constitución de la Provincia.
Artículo 6.-  La Convención Constituyente será juez exclusivo en la elección de sus miembros. 

Artículo 7.-  Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar los gastos necesarios que demande la ejecución de esta ley de declaración, con facultad de efectuar las modificaciones presupuestarias que resulten necesarias a ese fin.

Artículo 8.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo.

